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	Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad

	Decisión: 
	Revoca sanción 


ASUNTO:
Revisa la Sala en grado jurisdiccional de consulta la sanción impuesta por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, dentro del trámite incidental de desacato promovido por la señora LUZ MERY CALDERÓN DE LOAIZA en contra de la AFP COLPENSIONES y otro. 
ANTECEDENTES:
Mediante fallo de tutela proferido el 1º de septiembre de 2016, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad tuteló el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora Luz Mery Calderón De Loaiza, y en consecuencia de ello, le ordenó a la Empresa de Confecciones “Leo Valenti”, representada por el señor Leonel Antonio Valencia Londoño, que en el término de 48 horas, siguientes a la fecha de la notificación del fallo, diera respuesta de fondo a la solicitud presentada por la accionante el 6 de abril de 2013, encaminada a suministrar los soportes que evidenciaran los pagos realizados a Colpensiones por concepto de seguridad social, durante los 4 años que la accionante laboró en dicha empresa. 

A pesar de lo anterior, la señora Luz Mery Calderón de Loaiza presentó en el Despacho de conocimiento un memorial con el cual solicitó que se diera inicio a un trámite incidental de desacato en contra de la empresa de confecciones Leo Valenti, porque si bien había recibido una respuesta por parte del accionado, en lugar de suministrar con ella los soportes requeridos, había tratado de exonerarse de dicha obligación. Atendiendo a esa manifestación, el Juez de conocimiento ordenó requerir al Gerente de la empresa accionada, para que procediera a dar cumplimiento al fallo de tutela.
Como quiera que no se obtuvo ninguna respuesta al requerimiento anterior, el Juzgado resolvió dar apertura formal al incidente de desacato en contra del señor Leonel Antonio, como representante legal de la empresa en mención. 
Agotado el trámite incidental, el A-Quo decidió mediante auto interlocutorio del 10 de enero de 2017, sancionar al señor Leonel Antonio Valencia Londoño con arresto de siete (7) días y multa de un (1) SMLMV, por su desacato a la sentencia de tutela proferida en favor de la señora Luz Mery Calderón de Loaiza y ordenó la consulta de la decisión que hoy ocupa la atención de la Magistratura.

CONSIDERACIONES:
Conforme al artículo 86 Superior, la finalidad de la acción de tutela es la protección judicial de los derechos fundamentales de una persona, cuando a través de tal mecanismo se ha comprobado su vulneración; por lo tanto, cuando ello ocurre, y el Juez que asume su conocimiento emite órdenes para salvaguardar tales derechos, lo que se espera de la autoridad obligada, es que ésta observe íntegramente el cumplimiento de las mismas. 

No obstante, el artículo 52 del Decreto 2591 ha previsto un mecanismo especial para aquellos eventos en que las órdenes impuestas en sede de tutela no son acatadas, de modo que a través de éste se puedan hacer efectivos los derechos reconocidos, mediante la amenaza de una sanción en caso de renuencia del accionado a obedecer la decisión. 

De este modo, conforme al artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 el Juez que ha proferido el fallo de tutela, está en el deber de realizar las gestiones que considere convenientes para el cabal cumplimiento de la decisión constitucional, y tramitará el incidente de desacato a efectos de establecer si ésta ha sido o no acatada, y ante este último panorama, aplicará las correspondientes sanciones de que trata el artículo 52 Ibídem, en contra de la persona directamente encargada, y de su superior, hasta que la sentencia sea acatada.   

Cuando la decisión del Juez de primera instancia conlleva la imposición de una sanción, ésta debe ser consultada ante su superior funcional, lo que indica que no puede ser ejecutada hasta tanto exista un pronunciamiento de segundo grado que verifique la legalidad y legitimidad de la misma y consolide la aniquilación de la presunción de inocencia a través de la comprobación de la responsabilidad en cabeza del funcionario sancionado.

Del caso concreto: 

El presente incidente de desacato se originó con fundamento en la noticia que suministró la señora Luz Mery Calderón de Loaiza al Despacho de conocimiento, en el sentido de que el representante legar de la Empresa de Confecciones “Leo Valentii” no había dado cumplimiento a lo dispuesto dentro de la acción de tutela por medio de la cual se ampararon sus derechos fundamentales.
Atendiendo a la voluntad de la accionante, el Despacho llevó a cabo el procedimiento que estimó pertinente en el caso concreto, mismo que culminó con la imposición de una sanción en contra del señor Leonel Antonio Valencia Londoño, quien según información del juzgado, fungía como representante legal de la mencionada entidad, ello por cuanto no se logró obtener explicación satisfactoria alguna que permitiera comprender las razones de su desobediencia, y tampoco se conoció ninguna actuación diligente realizada por parte suya para conjurar dicho desconocimiento.  
A pesar de lo anterior, obra dentro del expediente un escrito allegado por parte del señor Leonel Antonio Valencia Londoño, el cual fue entregado en el Despacho de conocimiento con posterioridad a la emisión del auto sancionatorio; con dicho memorial, expuso el incidentado que nunca se le notificó del trámite de desacato que se estaba adelantando en su contra, dado que al parecer, la dirección para notificaciones que le suministró al Juzgado la señora Luz Mery estaba errada. Sin embargo, y a pesar de que con ese escrito solicitó que se decretara una nulidad de lo actuado por el Despacho de primera instancia, también puso en consideración que ya había dado cumplimiento a la orden que se le impartió en el fallo de tutela, pues conforme a dicho mandato, le dio respuesta al derecho de petición incoado por accionante, con el cual se le explicó que de conformidad con una “dación de pago” que él acordó con la DIAN, esta última embargó el establecimiento de comercio, quedando a cargo de los pagos en seguridad social de los empleados de la empresa, mientras que él quedó en situación de “quiebra”. 
Así las cosas, es importante entonces precisar que la orden dada en la acción de tutela fue la de brindar a la accionante una respuesta de fondo a su solicitud, orden que no se traduce en el deber del aquí sancionado de acceder a las pretensiones tal como fueron formuladas por ella. Acorde con ello, debe decirse que corresponde a la accionante ejercer las acciones administrativas o judiciales que estén a su alcance para dirimir su asunto, toda vez que en lo relacionado con el derecho de petición, se puede afirmar que ya se le dio una respuesta de fondo, máxime cuando lo que se debatió en la acción de tutela no tuvo relación en momento alguno con la acreditación del vínculo laboral que sostuvo la señora Luz Mery con el señor Leonardo, sino que siempre giró en torno al derecho fundamental de petición. 

En vista de lo dicho, no podemos perder de vista que la finalidad del trámite incidental de desacato, no es otra que el de hacer cumplir la decisión adoptada en la acción constitucional, más no desembocar ineludiblemente en una sanción. 
No obstante, quiere hacerse un llamado de atención al señor Juez de primera instancia, así como al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, toda vez que de no ser por la decisión que en esta instancia se tomará, se haría necesario decretar una nulidad de la actuación, tal y como lo afirmó el sancionado, en el sentido de que durante el trámite incidental se incurrió por parte del Cognoscente en un error procedimental, que de pasarse por alto, atentaría en contra de los derechos también fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción del incidentado.  

Lo anterior por cuanto no se refleja en el encuadernado ninguna constancia que permita establecer si verificó la notificación efectiva del auto por medio del cual se dio apertura formal al incidente de desacato, ahora, tampoco existe certeza de la comunicación que se le hizo al sancionado del requerimiento previo, pues aunque se anexó una copia de la guía de envío, la misma resulta insuficiente sin la correcta demostración de su recibido, pues como se explicó en párrafos anteriores, este trámite se encuentra enmarcado por la presunción de inocencia de los incidentados, frente a los cuales se debe demostrar su desobediencia volitiva y real, ya que no se puede presumir su responsabilidad. 

Quiere decir ello que todas las actuaciones que se adelantan dentro de este tipo de procedimiento deben ser puestas en conocimiento de los involucrados de manera efectiva, para que así se les garantice la oportunidad de exponer las justificaciones que consideren pertinentes, y en el mejor de los casos procedan al cumplimiento del mandato judicial impuesto, especialmente dentro de trámites que pueden conllevar posibles restricciones a la libertad de las personas, pues debe recordarse que el trámite de desacato no persigue una mera sanción, sino que su finalidad es la de poner fin a la vulneración de los derechos fundamentales de quien ha sido protegido con la acción constitucional, con el cumplimiento de las órdenes que para tal fin se impusieron.     

A pesar de lo anterior, como con los documentos allegados por el ente incidentado se desdibuja la figura de la desobediencia judicial, es de justicia abstenerse de imponerle cualquier tipo de sanción y por contera la decisión consultada, a pesar de estar viciada de nulidad, habrá de revocarse puesto que los fundamentos fácticos y jurídicos que dieron lugar a su expedición se encuentran superados.
En mérito de lo discurrido, El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sanción impuesta por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro del incidente de desacato promovido por la señora LUZ MERY CALDERÓN DE LOAIZA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.
NOTIFÍQUESE, CÓPIESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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